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a la fecha en que fue levantada el Acta, constándole tanto
a la Delegación de Gobernación como al Ayuntamiento
de Almería el cambio de titularidad.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

De la documentación obrante se constata que las noti-
ficaciones tanto de la incoación del expediente sancio-
nador, como de la propuesta de resolución y resolución
definitiva, fueron practicadas conforme a las reglas esta-
blecidas en el artículo 59 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común; esto, al haber
resultado infructuosas las notificaciones personales, se pro-
cedió a su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia
y a su anuncio en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento.

I I

Por otra parte, ha sido y es constante jurisprudencia
del Tribunal Supremo la de atribuir a los informes policiales,
en principio, veracidad y fuerza probatoria, al responder
a una realidad de hecho apreciada directamente por los
Agentes, todo ello salvo prueba en contrario, y en tal sen-
tido la Sentencia de la Sala III de dicho Alto Tribunal de
5 de Marzo de 1979, al razonar la adopción de tal criterio,
afirma que, ”si la denuncia es formulada por un Agente
de la Autoridad especialmente encargado del servicio, la
presunción de legalidad y veracidad que acompaña a todo
el obrar de los órganos administrativos, incluso de sus
Agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse
tanto en la vía administrativa como en la contencioso-ad-
ministrativa, ya que constituye garantía de una acción admi-
nistrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su Sentencia
de 26 de abril de 1990 mantiene que, aun cuando la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetado en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, adminis-
trativas en general o tributarias en particular, nada impide
considerar a las actas y diligencias de inspección como
medios probatorios a los efectos de lo dispuesto en el
art. 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo (sus-
tituido por el art. 80 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre)
y 74 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, no existiendo objeción alguna tampoco para la
calificación legal de aquéllas como documentos públicos
con arreglo a los artículos 1216 del Código Civil y 596.3
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del mismo
tribunal de 28 de julio de 1981, ”la estimación de la pre-
sunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal
de Instancia, lo que supone que los distintos elementos
de prueba puedan ser libremente ponderados por el mismo
a quien corresponde valorar su significación y trascenden-
cia para fundamentar el fallo”, y si bien este precepto se
refiere a la actuación de los Tribunales de Justicia, hay
que tener presente que también el Tribunal Constitucional
en su Sentencia de 8 de julio de 1981 ha declarado, en
base a lo establecido en el artículo 25 de la Constitución
que los principios inspiradores del ordenamiento penal son
aplicables, con ciertos matices, al derecho administrativo
sancionador, dado que ambos son manifestaciones jurí-
dicas del ordenamiento punitivo del Estado, según era ya
doctrina reiterada y constante del Tribunal Supremo. Por
todo lo cual hay que concluir que los hechos imputados
deben ser tenidos por ciertos al haber sido objeto de com-
probación por inspección directa de los Agentes que for-
mularon la denuncia y no deducir el interesado, en los

descargos y alegaciones presentados, prueba alguna que
desvirtúe la imputación de las infracciones cometidas.

A este respecto, el artículo 137.3 de la ya referida
Ley 30/92, de 26 de noviembre, dispone que ”los hechos
constatados por funcionarios a los que se reconoce la con-
dición de autoridad, y que se formalicen en documento
público observando los requisitos legales pertinentes, ten-
drán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en
defensa de los respectivos derechos o intereses puedan
señalar o aportar los propios administrados”, y resulta
obvio que esta presunción de veracidad y fuerza probatoria
no queda desvirtuada por la mera afirmación de la
recurrente, limitada a suponer que a la fecha del acta
seguramente no era ya la propietaria del establecimiento,
no constando en esta Administración ni aportándose por
la interesada documento alguno en orden a acreditar dicho
cambio de titularidad.

Vistos la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre
protección de la seguridad ciudadana, el Reglamento
general de policía de espectáculos públicos y actividades
recreativas, aprobado por Real Decreto 2816/82, de 27
de agosto, y demás normas de general y especial apli-
cación, resuelvo desestimar el recurso ordinario interpuesto
por doña Josefa Mozos Zamora, confirmando la resolución
recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones-, que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. El Viceconsejero
de Gobernación (Orden 29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Par-
do Casanova».

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica resolución al recurso ordinario interpuesto por
don José Rafael Moreno Sánchez. Expediente san-
cionador 92/94.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don José Rafael Moreno Sánchez contra
la resolución de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación,
por la presente se procede a hacer pública la misma al
no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a diecinueve de julio de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero: Que como consecuencia de denuncia for-
mulada por agentes de la Autoridad, por la Delegación
de Gobernación correspondiente se incoó expediente san-
cionador contra el titular del establecimiento denominado
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Pub Directo sito en Granada capital, por contravenir el
horario legal de cierre establecido.

Segundo: Que tramitado el expediente sancionador
en todas sus fases, el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación
dictó resolución por la que se acordaba imponer al expe-
dientado sanción consistente en multa de 40.000 ptas.,
por infracción al art. 1 de la Orden de esta Consejería
de 14.5.87, tipificada como falta leve en el art. 26.e) de
la Ley 1/92, de 21 de febrero, por contravenir el horario
de cierre establecido.

Tercero: Que notificada la anterior resolución el inte-
resado formuló, en tiempo y forma, recurso ordinario contra
la misma basado en las siguientes alegaciones:

”La Orden de esa Consejería de 14.5.87 establece
en su art. 4 que los establecimientos aludidos en la presente
Orden no podrán abrir al público antes de las 6,00 horas...
de donde se deduce inequívocamente que después de esa
hora sí se podrá abrir luego a las 6,10 horas a que se
refiere el pliego de cargos era perfectamente legal tener
el establecimiento abierto”.

ARGUMENTACION JURIDICA

El art. 37 de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero,
sobre protección de la seguridad ciudadana, establece que
las informaciones aportadas por los agentes de la autoridad
que hubieron presenciado los hechos, previa ratificación
en el caso de haber sido negados por los inculpados, cons-
tituirán base suficiente para adoptar la resolución que pro-
ceda, salvo prueba en contrario y sin perjuicio de que
aquéllos deberán aportar al expediente todos los docu-
mentos probatorios disponibles. En el presente supuesto
y aun pudiendo considerarse que el interesado no negó
los hechos que se le imputan al reconocer que el local
se encontraba abierto y en funcionamiento a la hora en
que se formuló el acta de denuncia, lo cierto es que dicha
hora, las 6,10, se encuentra dentro del límite inicial de
apertura permitido por la Orden de 14 de mayo de 1987,
tal y como alega el recurrente. Y ni del acta de denuncia
ni de ningún otro extremo que obra en el expediente, como
es el informe que fue solicitado por este órgano resolutor
a la fuerza actuante, es posible desprender que el local
se encontrara en funcionamiento antes de las 6 horas.

Por todo ello, hemos de acudir al principio de pre-
sunción de inocencia, el cual, aunque aplicable directa-
mente sin necesidad de desarrollo, se ha visto plasmado
con la nueva regulación de los principios del procedimiento
sancionador en el art. 137 de la Ley 30/92, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Y de
acuerdo con dicho precepto no se ha demostrado en el
presente expediente por parte del órgano administrativo
sancionador la comisión de los hechos que se le imputan,
ni por supuesto la culpabilidad del imputado.

Vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
sobre protección de la seguridad ciudadana y el Real
Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento de policía de espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas, así como las demás normas de especial
y general aplicación.

Por todo ello, resuelvo estimar el recurso interpuesto,
revocando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de
atribuciones-, que agota la vía administrativa, se podrá
interponer ante el Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, recurso contencioso-administrativo en el plazo de
dos meses a contar desde el día siguiente al de su noti-

ficación, de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de
la Ley reguladora de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa comu-
nicación a este órgano administrativo de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.- El Viceconsejero de Gobernación (Or-
den 29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 12 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica Resolución al recurso ordinario interpuesto por
doña M.ª José García Díaz.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal a la recurrente doña M.ª José García Díaz contra
la relación definitiva de aprobados de las pruebas selectivas
para ingreso en el cuerpo de auxiliares administrativos de
la Junta de Andalucía, convocadas mediante Orden de
la Consejería de Gobernación, de 26 de abril de 1993
(BOJA de 4 de mayo de 1993), procede a hacer pública
la misma al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a catorce de septiembre de
mil novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto, y en virtud de
los siguientes antecedentes y fundamentos jurídicos:

H E C H O S

Primero. Doña M.ª José García Díaz, participó en las
pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de Auxiliares
Administrativos de la Junta de Andalucía, convocadas
mediante Orden de la Consejería de Gobernación de fecha
26 de abril de 1993 (BOJA núm. 46, de 4 de mayo de
1993). Celebrados los ejercicios, la recurrente fue excluida
de las listas definitivas de aprobados hechas públicas por
el tribunal el 11 de abril de 1995.

Segundo. Mediante escrito de 11.5.95 (fecha de entra-
da en la Consejería de Gobernación 11.5.95), se formula
recurso ordinario contra la relación definitiva de aspirantes
que han superado las pruebas, por el que se solicita la
declaración de nulidad de pleno derecho del proceso selec-
tivo en virtud de lo previsto en el art. 62.1.e) de la Ley
30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, alegando como fundamento los siguientes
argumentos:

- Se prescinde total y absolutamente del procedimien-
to y de las normas contenidas en la base 8.1.b) de la
Orden de convocatoria dado que en la calificación del
segundo ejercicio se adoptó una calificación global sin
sumar las calificaciones de las dos partes en que dicho
ejercicio consistía.

- En la lista definitiva de aprobados figuran opositores
que, según presume la recurrente, son merecedores de
una calificación igual o inferior a la obtenida por ella,
lo cual puede implicar diversidad de criterios valorativos
por parte del Tribunal lo cual deriva en una posible infrac-
ción de los principios constitucionales consagrados en los
arts. 14 y 23.2 de la Constitución.


